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I.- INTRODUCCIÓN
 

En los últimos años casi todos los países Latinoamericanos han efectuado un proceso de modernización portuaria implementando nuevos modelos y cimentándolos en reformas legales que han generado una serie de mecanismos que consagran el rol del Estado y las diversas formas en las cuales el sector privado puede acceder a la actividad portuaria.
 

En este escenario, el Estado ha dejado de ser un Estado empresario, operador y administrador de puertos, para pasar a ser fundamentalmente un órgano regulador y fiscalizador, entregado al terreno empresarial y de las inversiones en infraestructura portuaria para que ellas sean desarrolladas por el sector privado.
 

Las normas que se han generado han llevado a los países a definir diferentes formas y funciones para los órganos o entes reguladores y fiscalizadores que ejercen el control y supervisión del sistema portuario en general, como de las concesiones en particular. 
 

El presente trabajo tiene por objeto, analizar como se han distribuido las competencias en este nuevo rol del Estado, en especial las funciones de supervisión y control de las concesiones.
 

II.- MECANISMOS DE CONTROL
 

El Estado en su nuevo rol deberá desempeñar tres grandes funciones:
· La función Normativa y Reguladora 

· La función de Fiscalización y Control 

· La función de Administrador de la Infraestructura Estatal no entregada en concesión 

Como puede apreciarse existe un amplio campo de acción que se debe definir para regular los nuevos modelos portuarios y adaptarlos a la doctrina de la economía de mercado y a la función subsidiaria del Estado.
 

No cabe duda que ésto permite que se generen una serie de formas diferentes para distribuir las facultades que permitan ejercer un sistema regulador y fiscalizador de los modelos portuarios y en especial dentro de ellos de las concesiones.
 

Este campo de acción ha dado cabida en los últimos tiempos a que se establezcan las bases de una nueva doctrina respecto a los organismos reguladores y controladores de los sistemas portuarios y en especial de las concesiones, doctrina que nace de las propuestas del Profesor Stiglitz, ex Director General del Banco Mundial y Premio Nobel de Economía, quién al efectuar un recuento de los procesos de privatización en el mundo, resaltó el hecho de que en materia de entes reguladores y de control que efectúan sus funciones con posterioridad al hecho de otorgar una concesión, había que hacer un “mea culpa“ ya que los Estados no han sido muy eficaces en estas materias y por tanto, señaló, que era necesario revisar este campo institucional con especial preocupación, teniendo presente que al Estado le corresponde en forma indelegable ejercer sus funciones en los tres campos antes indicados, es decir una función Normativa y Reguladora, una función de Fiscalización y Control y una función de Administración de la Infraestructura Estatal no entregada en concesión.
 

Siguiendo esta nueva línea de análisis, los tres diferentes campos de acción, deberían tener los siguientes alcances:
 

a.- Función Normativa y Reguladora
 

Es ésta una función donde el Estado ejerce su imperio de protección y regulación del bien común y ejercita su facultad exclusiva, de ser el órgano encargado de emitir las normas generales por las cuales se va a regular el sistema, y se van a establecer las reglamentaciones y fijar las condiciones o requisitos que deberán cumplir los agentes económicos que actúen en el sistema portuario.
 

Para ejercer estas funciones de Ente Regulador, se sugiere que ellas sean efectuadas por unidades públicas especializadas, insertas dentro de la estructura general del Gobierno Central, ya sea en el ámbito de una Secretaría o Subsecretaría de Estado, o de una Dirección General, inserta en el Ministerio que tenga a su cargo las materias marítimo-portuarias.
 

En la órbita de sus atribuciones el organismo debería tener objetivos básicos tales como los siguientes:
· Proponer al Poder Ejecutivo la política portuaria nacional. 

· Dictar las normas reglamentarias, técnicas, operativas y económicas del sistema portuario, tales como fijar los requisitos para las empresas que deseen realizar funciones operativas en los puertos, ya sea en el nivel de operadores portuarios o de prestadores de servicios conexos, determinar la forma de efectuar los registros públicos de éstas empresas, etc. 

· Fijar los mecanismos de coordinación correspondiente entre las autoridades del Estado, sean éstas nacionales, regionales o locales, que ejercen jurisdicción en el ámbito portuario. 

· Representar al Estado en el otorgamiento de las concesiones portuarias y fijar las condiciones de dichas concesiones y sus respectivos alcances administrativos y contractuales. 

Es decir, se trata de un ente de primera jerarquía dentro del ordenamiento gubernamental, que es parte del Poder Ejecutivo y que determina las reglas del juego aplicables al sistema.
 

b.- Función de Fiscalización y Control
 

La segunda de las funciones es la de fiscalización y control, aquí el Estado tendrá la facultad de ejecutar el control y la fiscalización de todas las normas, requisitos y regulaciones que se hayan generado por el Ente Regulador.
 

Esta separación, entre el Ente Regulador, que dicta la norma y el Ente Fiscalizador, que la controla se ha generado de la conveniencia de que éstas funciones sean entregadas a órganos diferentes de los que ejercen cada una de las funciones normativas. Así el Ente Fiscalizador ejerza las actividades de control y fiscalización del cumplimiento de las reglas fijadas, bajo el principio de evitar que los primeros se transformen en jueces y parte a la vez.
 

La doctrina moderna como se indicó, señala la conveniencia que estas funciones sean entregadas a órganos o entes del nivel de una Superintendencia, o a organismos autónomos, descentralizados o desconcentrados del poder central del Estado, que comúnmente se han estado denominando como Autoridades Portuarias Nacionales.
 

Estos organismos tienen la función de ejercer el control general de la actividad, y de supervisar el fiel cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que se hayan generado al efecto, entre las cuales caben destacar funciones tales como:
· Supervisar el fiel cumplimiento de las normas legales y reglamentarias, en especial las de carácter técnico, operativo y administrativo. 

· Llevar los registros y emitir las autorizaciones correspondientes a las personas naturales o jurídicas que deseen prestar servicios portuarios, ya sea en el nivel de operadores portuarios o de prestadores de servicios conexos. 

· Velar por el cumplimiento del régimen de libre competencia. 

· Velar por el cumplimiento y resguardo de las normas antimonopólicas del sector. 

· Ejercer el control de las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que sean concesionarias, administradoras u operadoras de puertos y terminales. 

· Ejercer el control de los Operadores Portuarios y las empresas prestadoras de servicios conexos. 

· Coordinar la elaboración de los Planes Nacionales de Desarrollo Portuario, así como velar por su cumplimiento. 

· Llevar el registro de las tarifas portuarias de infraestructura y de servicios de los concesionarios y operadores. 

· Supervisar que los operadores portuarios, los administradores de infraestructura portuaria y los concesionarios, cumplan cabalmente con las condiciones y especificaciones que se hubieren establecido en los respectivos contratos de concesión. 

· Supervisar el cumplimiento de los contratos de concesión de puertos públicos y de inversión privada. 

· Velar por el cumplimiento de los requerimientos técnicos relativos a las obras que se construyan en los puertos concesionados. 

· Requerir de los operadores portuarios, de los administradores públicos o privados de infraestructura portuaria, de los concesionarios de puertos estatales o de inversión privada, informes periódicos sobre sus actividades, tales como estadísticas de movimiento de naves y cargas; informes operacionales tales como índices de rendimiento, tasas de ocupación de los muelles, etc; como asimismo cualquier otra información que permita evaluar periódicamente el funcionamiento de los puertos o el grado de cumplimiento de planes de mantenimiento y desarrollo de su infraestructura portuaria. 

· Supervisar y controlar el cumplimiento efectivo de las normas portuarias, relativas a la seguridad integral portuaria; seguridad física, prevención de riesgos y protección y conservación del medio ambiente. 

· Garantizar, en casos de emergencia, la disponibilidad del Estado para las prestaciones de servicios portuarios. 

· Disponer el dragado de los canales de acceso de los puertos. 

· Aplicar sanciones por incumplimiento a las leyes portuarias, sus reglamentos y regulaciones. 

El desarrollo de este tipo de funciones está orientado dentro de las tendencias más modernas de control del Estado en el sector y es recomendable que ella posea un alto grado de tecnicidad y profesionalismo.
 

c.- Función de Administrador de la Infraestructura Estatal portuaria no entregada en concesión
 

En la doctrina moderna que se analiza, se ha tenido especial cuidado en aclarar las funciones que el Estado puede ejercer, bajo la forma de un tipo especial de organismos encargados de administrar los bienes del Estado constituidos por la infraestructura portuaria que permanezcan bajo su tuición directa y que por diferentes razones no ha sido entregada en concesión, ya sea porque no ha existido interés del sector privado o por razones de seguridad nacional o de interés especial del Estado en el desarrollo de algún polo o foco social especial, estos son entes que ejercen realmente las funciones, que los anglosajones encomiendan a la denominada Port Authority, es decir un organismo descentralizado del Estado que administra una infraestructura portuaria estatal determinada y que no tiene facultades operativas ni regulatorias.
 

Se recomienda que estos órganos se configuren bajo la forma de una empresa autónoma estatal o un ente descentralizado.
 

Estos son los grandes lineamientos de la doctrina moderna del control del Estado supervisor, sin embrago estas normativas bases no siempre se aplican de un modo claro y muchas veces se confunden funciones o éstas se sobreponen, tal como se podrá evaluar al analizar los marcos jurídicos sectorizadamente.
 

III. - MARCOS JURÍDICOS NACIONALES
 

Es importante recordar que en el presente, existe una reforma legal efectiva con la vigencia de las respectivas leyes de puertos, en Argentina, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Honduras, México, Panamá, Perú, Uruguay y Venezuela.
 

En todas estas legislaciones, existen normas que fijan el rol del Estado y sus atribuciones en materias portuarias y que regulan la participación del sector privado en la gestión portuaria.
 

Si evaluamos estas normas jurídicas con la visión de la nueva doctrina del Dr. Stiglitz, podemos encontrar las siguientes variables:
 

Argentina
 

En éste país la Ley N° 24093 de 1992, estableció las normas del nuevo modelo portuario y en ellas podemos distinguir, que las tres áreas se implementan de la siguiente forma: 
 

La función Normativa y Reguladora en el marco jurídico argentino se le reconoce al nuevo Ministerio de Planificación e Inversiones Públicas.
La función de Fiscalización y Control a su ve z está entregada a la Subsecretaría de Transportes, Vías Navegables y Puertos.
 

En relación a la función de Administrador de la Infraestructura Estatal no entregada en concesión existen dos tipos de entidades portuarias, por una parte la de los Puertos Autónomos como Rosario, Bahía Blanca, Quequén y Santa Fe, los que quedan sujetos a entes públicos no estatales, que tienen a su cargo la administración y desarrollo de los puertos con la obligación de asegurar la participación en dichas entidades del sector privado interesado en el quehacer portuario, ya sean operadores, prestadores de servicios, productores, usuarios y trabajadores. Se incluyen además en los citados entes, la provincia y la municipalidad respectiva.
 

El otro tipo, son aquellos puertos que quedan en la esfera del poder central y éste podrá operarlos y explotarlos por sí, o bien, ceder estas funciones a personas jurídicas estatales, mixtas o privadas.
 

En el caso de ceder las funciones, el mecanismo que se establece es por medio de contratos de concesión de uso o locación total o parcial, todo mediante licitaciones públicas según el procedimiento que esta misma ley establece.
 

La ley establece asimismo que todos los puertos están sujetos a los controles de las autoridades nacionales competentes, incluidas las normas de legislación laboral, negociación colectiva, navegación y transporte por agua.
 

Asimismo reconoce la competencia constitucional local y establece la obligación de las autoridades de coordinar los controles ejercidos en las diferentes jurisdicciones nacionales y locales, los cuales no deberán interferir con las operaciones portuarias.
 

Brasil
 

La ley N° 8630 de 1993, que establece las normas para el sistema portuario entrega las funciones Normativas y Reguladoras al Ministerio de Transportes, a su vez en las últimas modificaciones incorporadas al sistema jurídico se otorgan las facultades fiscalizadoras y de control, a la nueva Agencia de Transporte Acuaviario.
 

Es importante tener presente que la ley crea la figura jurídica de los Puertos Organizados, dentro de los cuales ejercen sus funciones en forma integrada y armónica la Administración del Puerto denominada Autoridad Portuaria y las autoridades aduaneras, marítimas, sanitarias, de salud y de policía marítima.
 

La ley estipula también que las operaciones, construcciones totales o parciales, conservación, reforma, ampliación o mejoramiento y la explotación de instalaciones portuarias, dentro de los límites de los puertos organizados, deben realizarse bajo los términos de esta ley.
 

Establece además que los interesados en construir o explotar instalaciones portuarias que estén dentro de las áreas de los Puertos Organizados, deben requerir a la Autoridad la apertura de la respectiva licitación.
 

Colombia
 

La Ley N° 1 de 1991, y sus modificaciones posteriores del 2002, que constituyen la Ley de Puertos, otorga las funciones Normativas y Reguladoras al Ministerio de Transportes y entrega las facultades de ente fiscalizador y de control a la Superintendencia de Transportes.
 

Las modificaciones a la ley efectuadas en el año 2001, entregan al Ministerio de Transporte, a través de la Dirección General de Transporte Marítimo y Puertos la facultad de otorgar las concesiones.
 

En cuanto a los entes administradores de infraestructura la ley señala que la figura jurídica de las Sociedades Portuarias Regionales son las únicas que pueden ser titulares de las concesiones portuarias y que todas las sociedades requieren de una concesión para ocupar y usar el borde costero.
 

Hace la Ley un distingo entre las concesiones del borde costero destinadas a puertos y las que se refieren al desarrollo de otras actividades, manteniéndose la jurisdicción de estas últimas en la Dirección General Marítima del Ministerio de Defensa y no en las atribuciones de la Superinte ndencia de Puertos y Transporte.
 

Por su parte, es la Superintendencia de Puertos y Transporte la que posee la facultad de fiscalizar y de realizar las funciones de control, tales como:
· Inspeccionar, vigilar y controlar los contratos de concesión destinados a la construcción, rehabilitación, administración, operación, explotación y/o mantenimiento de infraestructura de transporte, sin perjuicio de las funciones de interventor de obra y 

· renegociación de contratos propias de las entidades ejecutoras. 

· Evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa y la calidad del servicio de las empresas de servicio de transporte y de construcción, rehabilitación, administración, operación, explotación y/o mantenimiento de infraestructura de transporte. 

· Proporcionar en forma oportuna toda la información disponible a quienes deseen hacer evaluaciones independientes. 

· Asumir directamente, o por medio de personas especialmente designadas o contratadas para ello, y en forma temporal, la prestación de los servicios propios de una sociedad portuaria, cuando ésta no pueda o no quiera prestarlos por razones legales o de otro orden, y la prestación continua de tales servicios sea necesaria para preservar el orden público o el orden económico, o para preservar el normal desarrollo del comercio exterior colombiano, o para evitar perjuicios indebidos a terceros, en los casos en que tal función no esté atribuida a otra autoridad. 

En materia de contraprestaciones de las concesiones, la ley señala que éstas beneficiarán a la Nación en un 80 por ciento y al Municipio o distrito donde se ubique el puerto en el 20 por ciento restante.
 

En cuanto al plazo de las concesiones se establece un plazo de 20 años como regla general, el que es susceptible de ser renovado sucesivamente.
Como excepción se establece la posibilidad de un plazo mayor, cuando a juicio del Gobierno, se requiere un plazo más extenso para recuperar las inversiones efectuadas o para estimularlas.
 

Chile
 

En la Ley 19.545 de 1999, de Modernización de las Empresas Po rtuarias estatales, se reconoce como ente normativo y regulador del sector al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sin embrago, no hay una figura única para ejercer las funciones de Fiscalización y Control, sino que éstas funciones le son entregadas a los directorios de las Empresas Portuarias Autónomas.
 

Son estos directorios los que tienen la facultad de definir que se va a entregar en concesión en un puerto y que forma operativa se va a utilizar para ello.
 

La ley permite además que el sector privado pueda participar en la celebración de contratos de arrendamiento o mediante la constitución de sociedades anónimas con terceros para otras explotaciones que no signifiquen la entrega de la administración del frente de mar, es decir almacenamientos, servicios etc., debiendo todos estos procedimientos tramitarse por medio de licitaciones públicas reguladas.
 

Aclara asimismo la norma que los actos y contratos que celebren las empresas en el desarrollo de su objeto se regirán por las normas del derecho privado.
 

Las concesiones de los frentes de atraque se podrán efectuar hasta por 30 años y los privados favorecidos con una concesión, tienen la obligación de constituirse como sociedad anónima, de giro exclusivo para la administración y explotación de la concesión, asimismo se establecen dos alternativas para el sistema de operación de las concesiones y ciertas limitaciones para la participación en ellas.
 

Finalmente como entes administradores de la infraestructura portuaria estatal, se reconocen a las Empresa Portuarias Autónomas, las que si bien son empresas públicas, se rigen por la normativa de las empresas privadas.
 

El Salvador
 

En el nuevo marco jurídico del sector marítimo portuario, se reconoce especialmente como Ente con la jurisdicción de las materias normativas y reguladores al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y a su vez se entregan las facultades Fiscalizadoras y de Control a la Autoridad Marítimo Portuaria Nacional, de reciente creación por la Ley Marítimo Portuaria del Decreto Legislativo 994 del 2002.
 

Es la Constitución Política de la República la que establece las normas generales para las concesiones de puertos y ella obliga a que las Bases de la licitación sean sometidas a consideración del Congreso Nacional y aprobadas previamente por él. 
 

En cuanto a la administración de la infraestructura, es la Comisión Ejecutiva Portuaria Autónoma (CEPA) la que mantiene estas funciones, lo que se ha ratificado con el otorgamiento de la concesión del Puerto de Acajutla. La ley especial que se dictó por el Congreso para su autorización, designo a CEPA como entidad concedente, sujetándose a las normas que la Ley Marítimo Portuaria establece al efecto y que concede a la Autoridad Marítimo Portuaria la supervisión de los contratos de concesión.
 

Honduras
 

Se ha desarrollado un Anteproyecto de Ley General de Puertos, que se encuentra en su etapa final de estudio y en el cual se establece como Ente regulador al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, y a su vez reconoce como ente Fiscalizador a la Dirección General de Marina Mercante a quién le otorga las facultades de Autoridad Portuaria Nacional.
 

En cuanto a la administración de la infraestructura, se reconoce la aplicación del principio de la subsidiaridad del Estado y la preferencia para que las inversiones sean efectuadas por el sector privado.
 

Se reconoce la facultad de administradora a la Empresa Nacional Portuaria, y se permite además de la concesión otorgar al sector privado dicha infraestructura en arrendamiento, permitiéndose constituir con él sociedades mixtas.
 

Se establece que las concesiones se otorgarán por la Secretaría de Obras Públicas, Transporte y Vivienda (SOPTRAVI), quién con el apoyo técnico de la Autoridad Portuaria Nacional, definirá la forma, el modelo, las bases de licitación, el contrato de concesión y su forma de promoción.
 

Se establece que toda concesión portuaria deberá ser otorgada por medio de una licitación internacional.
 

En cuanto a los plazos de la concesión se estipula que ellas se otorgarán por un plazo de hasta 25 años, pudiendo existir una sola prórroga hasta por igual período, bajo las condiciones que se establezcan en las Bases y el Contrato respectivo.
 

México
 

En el marco jurídico mexicano se establece como Ente con las facultades normativas y reguladoras a la Secretaría de Transportes y Comunicaciones y a su vez se otorgan las funciones de Fiscalización y Control a la Dirección Nacional de Puertos de dicha Secretaria.
 

En esta normativa se expresa que se requerirá de una Concesión o Permiso otorgado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, para realizar la explotación, uso y aprovechamiento de los bienes de dominio público ubicados en los puertos, las terminales marítimas y las marinas, así como para la construcción de obras en los mismos o para la prestación de servicios portuarios.
 

La normativa distingue dos clases diferentes de concesiones; aquellas que se ejercen por medio de una Administración Portuaria Integral (API) y aquellas para la construcción, operación y explotación de terminales, marinas e instalaciones portuarias y de los permisos para prestar servicios portuarios.
 

La normativa establece que las concesiones para la administración portuaria integral, solo se otorgarán a sociedades mercantiles mexicanas y las demás concesiones y permisos se otorgarán a personas naturales o jurídicas mexicanas.
 

Se establece que las concesiones se podrán otorgar hasta por un plazo de 50 años, tomándose en cuenta para ello las características de los proyectos y los montos de la in versión.
 

En importante destacar que en el caso de concesiones para la Administración Portuaria Integral, deberá también establecerse las bases generales de organización y funcionamiento y el Programa Maestro de Desarrollo Portuario correspondiente, pudiendo la Secretaría establecer que la prestación de servicios se realice a través de terceros.
 

Perú
 

La nueva ley reconoce como el Ente que ejerce las funciones Normativas y Reguladoras al Ministerio de Transportes y como Ente que ejecuta la Fiscalización y el Control, a la Autoridad Portuaria Nacional y las Autoridades Portuarias regionales, de reciente creación.
 

Por su parte en cuanto a la administración de infraestructura la ley revivió a la Empresa Nacional de Puertos S.A. (ENAPU) como empresa estatal y a su vez permitió que la infraestructura portuaria pueda ser entregada en administración al sector privado, en plazos no mayores de 30 años, en cualquiera de las siguientes modalidades:
· Asociación en Participación 

· Contratos de Arrendamiento 

· Contratos de Concesión 

· Contratos de Riesgo Compartido 

· Contratos de Gerencia 

· Contratos Societarios; y 

· Otras modalidades establecidas en la legislación 

Uruguay
 

La ley en este país establece que por expresa delegación del Poder Ejecutivo se reconoce como Ente Regulador y Fiscalizador a la Administración Nacional de Puertos.
 

En estas regulaciones la facultad de otorgar concesiones, permisos y autorizaciones a personas físicas o jurídicas, de derecho público o privado, para que realicen servicios portuarios tanto marítimos como terrestres, corresponde también a la Administración Nacional Portuaria.
 

Esta Ley fue modificada en el año 2001 y su nueva redacción otorgó al Directorio de la ANP los poderes jurídicos necesarios para que en cumplimiento de su cometido pueda:
· Construir las obras y adquirir los elementos que sean necesarios. 

· Otorgar concesiones, permisos y autorizaciones a personas físicas o jurídicas, de derecho público o privado, para que realicen servicios portuarios tanto marítimos como terrestres; utilicen los espacios abiertos o cerrados dentro de los recintos portuarios, para almacenar productos, revisarlos, clasificarlos, agruparlos o fracciónales; construyan las obras necesarias para el cumplimiento de sus actividades. 

· Contratar la prestación de servicios portuarios con terceros. 

· Asociarse con capitales privados para la prestación de servicios portuarios, lo cual deberá efectuar por medio de sociedades comerciales con integración de la ANP en la dirección y capital, pudiendo ésta aportar parte de su patrimonio para estos efectos. 

Al regular estas facultades, la Ley señala que el otorgamiento de las concesiones, permisos y autorizaciones, como su plazo estarán reservadas a la ANP, la cual tendrá los más amplios poderes de control y verificación.
 

Establecen también estas normas que los permisos y autorizaciones no podrán entregar la atribución exclusiva a una o varias empresas para la explotación de muelles comerciales, y que en el caso de las concesiones que afecten a un espacios de muelles, explanadas, depósitos etc., sólo podrán otorgarse si el concesionario realiza a su costo nuevas obras que impliquen la prestación de nuevos servicios o la ampliación de los ya existentes, todo lo cual deberá fijarse y especificarse en los pliegos de condiciones correspondientes.
 

Venezuela
 

La nueva Ley establece como ente Regulador del sistema al Ministerio de Transportes y Comunicaciones y como ente fiscalizador a la Autoridad Portuaria Nacional.
 

Por su parte las concesiones, habilitaciones y autorizaciones portuarias son figuras contractuales conforme a las cuales el Poder Nacional delegará la competencia nacional en materia de construcción, conservación, administración y aprovechamiento de puertos y demás construcciones de tipo po rtuario.
 

La Ley define qué se entiende por “Puertos de Uso Comercial”, es decir, aquellos puertos públicos de uso público e interés general, cuya conservación, administración y aprovechamiento corresponde a los estados, de conformidad con el artículo 164 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Es importante mencionar que esta definición recoge el espíritu del artículo 11, numeral 5, de la Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público, el cual sirviera de fundamento para la redacción del artículo 164 ya referido. No obstante, la Ley profundiza aún más la descentralización portuaria al establecer mecanismos inexistentes hasta ahora en la legislación portuaria patria, que permiten al Ejecutivo Nacional transferir a los estados la conservación, administración y aprovechamiento de los puertos públicos de uso privado, adscritos a entes de carácter nacional, así como otros puertos privados de uso privado, cuya propiedad haya revertido a aquel en los términos de la concesión respectiva.
 

Fuera de esta normativa general del marco nacional, las Asambleas Legislativas de cada uno de los Estados Federales han ido elaborando sus propias leyes de puertos.
 

IV.- CONCLUSIONES
 

Este es en general y en una apretada síntesis, la situación actual tanto de los entes reguladores como de los entes fiscalizadores del sector portuario en Iberoamérica, debiendo dejarse constancia, que la mayor parte de estos organismos son de reciente creación y ellos están en proceso de adquirir experiencias en el control, administración y supervisión de los respectivos
modelos portuarios y especialmente de las concesiones portuarias, lo cual deja un amplio campo para ir evaluando sus actuaciones y definiendo el real alcance de s us funciones. Dadas estas especiales circunstancias, es muy valioso poder efectuar un seguimiento del desarrollo de estos organismos y así poder intercambiar experiencias que nos lleven a buscar el
perfeccionamiento de sus normas y a la aplicación de las mejores prácticas de sus resultados. 
 

Finalmente, debemos destacar que ésta es una de las materias que la Comisión Interamericana de Puertos de la OEA (CIP/OEA) tiene interés en perfeccionar dentro de los procesos de modernización portuaria y ella ha sido incluida en la temática que se propone para el Plan de Trabajo estratégico que deberá desarrollar durante los próximos cuatro años el Comité Ejecutivo.
 
 

